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Atolladero 
“Quizá no sea aventurado decir que la verdad subyacente es que estamos en un 
atolladero que nadie entiende”. El atolladero al que se refiere el general y 
exgobernador de Morelos, Jorge Carrillo Olea –quien debe conocer a profundidad 
los servicios de inteligencia y seguridad del antiguo régimen—es la violencia 
desbocada que vive nuestro país desde hace décadas (La Jornada, 21/02/20). Y lo 
que según el general no se entienden son sus causas y, sobre todo, cuál puede ser 
la salida de un atolladero que ha llevado una tasa de homicidios de 29 por cada cien 
mil habitantes (2018), que se compara bien con Brasil (31.6) pero mal con Chile 
(4.3) y ni qué decir con Japón (0.2). 
 
La insoportable gravedad de esta violencia creciente se intentó remediar durante el 
gobierno de Felipe Calderón y el que le siguió mediante la vía más expedita y 
tradicional: la militar. Pero ese camino no llevó a ninguna solución y la 
administración de Andrés Manuel López Obrador se propuso combinar el 
instrumento característico del Estado la fuerza legítima, con un combate sistemático 
a la corrupción –no más Genaros García Luna—y programas sociales. Sin embargo, 
estas políticas –becas y empleos para jóvenes, entre otras—no dan resultados 
inmediatos, de ahí que observadores como Carrillo Olea consideren que “están lejos 
de cumplir con las expectativas atribuidas”. 
 
La impotencia de los aparatos del Estado mexicano para desempeñar una de sus 
obligaciones básicas –dar seguridad al ciudadano--, pudiera revivir una tentación 
norteamericana de finales del siglo XIX: imponer el orden –su orden—al sur de su 
frontera mediante acciones directas. Semejante opinión le fue expresada 
recientemente al autor de esta columna por una investigadora de la Universidad 
Nacional de Defensa de Washington. Claro que esa tentación debería ser frenada 
por las malas experiencias de las intervenciones norteamericanas recientes que 
buscaron reconstruir regímenes en Irak o Afganistán. Sin embargo, para un 
presidente norteamericano con iras de corto plazo y una base electoral impregnada 
con ideas del “nacionalismo blanco”, la experiencia histórica puede ser irrelevante. 
 
En el pasado,, cuando la gobernabilidad mexicana iba de lo raquítico a lo ridículo –
en 1846, por ejemplo, con sólo cuatro secretarias de Estado, hubo 38 cambios de 
titulares, más cuatro de presidente--, el bandidaje era incontrolable. Ya en la 
República Restaurada y el Porfiriato se optó por imponer la mano dura para ir 
recuperando la seguridad perdida desde la guerra de independencia. Al final, 
propios y extraños alabaron la paz que caracterizó al México porfirista. Si bien la 
Revolución significó el retorno de la inseguridad en el México rural, poco a poco una 
combinación de crecimiento económico, uso irrestricto de la fuerza más políticas 
sociales dieron paso a la pax priista. Hoy, intentar enfrentar al crimen organizado 
privilegiando el empleo de la fuerza al estilo del pasado, ya no es viable. Además, 
aún es temprano para declarar fracasado el proyecto de una Guardia Nacional con 



110 mil efectivos y 266 coordinaciones regionales en combinación con políticas 
sociales y económicas. 
 
Un elemento fundamental puede apreciarse con una mirada histórica. Paul J. 
Vanderwood concluye que: “A lo largo del siglo diecinueve las razones de los 
bandidos mexicanos parecen haber permanecido invariables: exigir a la sociedad 
parte de las ganancias producto de un arreglo social que a ellos les ofrecía pocas 
oportunidades legítimas de mejorar su condición”, (Nineteenth-Century México´s 
Profiteering Bandits, en Richard Slatta, ed., Bandidos, 1987, p. 11). Esa situación 
ha vuelto a recrearse. Según el Centro de Estudios Espinosa Iglesias, la 
probabilidad de que hoy alguien nacido en una familia del 20% más pobre de la 
sociedad mexicana se incorpore al 20% más rico, es de 4%. El 48% --casi la mitad—
vivirá estancado. (El México del 2018. Movilidad social para el bienestar, México, 
2018, p. 26). 
 
Ampliar las avenidas de la movilidad social ofrecer la posibilidad de disminuir el 
atractivo de la vida criminal. Sin embargo, ya se perdió un tiempo valioso –varios 
sexenios—para recuperar la tranquilidad que demandan la sociedad y el mundo 
externo. Y esa es precisamente la naturaleza trágica del actual atolladero mexicano. 
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El CCE y la construcción de una alternativa política 
No es difícil comprender en la actualidad que el populismo ha funcionado para ganar 
elecciones y para subsistir en el poder, pero no para ser buen gobierno y ejemplos 
sobran en América Latina. En política el populismo funciona porque desde una 
burbuja se generan sus propias explicaciones del mundo que pueden traducirse en 
acciones concretas. Aun así siendo un populismo extremo se requiere al menos 
cierto grado de capacidad tecnócrata, digamos una buena dosis de aquel 
neoliberalismo hoy tan satanizado. 
 
La transformación se tambalea ante el derrumbe de la economía, la ausencia de un 
Estado de Derecho y la inseguridad. La frustración y polarización nacional hacen 
difícil atajar la narrativa cargada de preocupación e incertidumbre que se desliza en 
los corrillos empresariales. Esta administración no ha podido, en 15 meses, dar la 
confianza necesaria para invertir en medio de un escenario global adverso que 
suma además la variable COVID-19. 
 
Acaso por todo ese entorno en las últimas semanas se ha visto al Consejo 
Coordinador Empresarial (CCE) por demás activo en varias esferas de la vida 
pública. Su actual presidente, Carlos Salazar Lomelín ha estado muy entusiasta 
opinando sobre temas coyunturales. 
 
En algunos despachos federales llamó la atención la interesante encerrona que 
hace un par de semanas sostuvieron varios integrantes de esa cúpula empresarial 
con el Embajador estadounidense Christopher Landau en donde se abordaron 



temas de importancia para la relación bilateral pero se incluyeron también asuntos 
de seguridad nacional para ambos países. El diplomático declaró que Estados 
Unidos establecerá un diálogo continuo con el sector privado mexicano para trabajar 
contra la inseguridad y que a pesar de que hay mesas de trabajo con el gobierno 
del presidente Andrés Manuel López Obrador en rubros como tráfico de armas, 
narcotráfico y lavado de dinero, Estados Unidos está muy interesado en conocer la 
perspectiva del empresariado mexicano. Es decir, la información y el criterio de la… 
 
Landau además volvió a puntualizar que la seguridad es lo que más preocupa a su 
gobierno y que sin ésta no puede haber crecimiento económico ni prosperidad y que 
un país sin seguridad es muy difícil que progrese. Sus palabras calaron hondo en el 
ánimo de algunos funcionarios federales que, además de estarse enmendando la 
plana sobre el hundimiento de la 4T, intentan descifrar la frase de Salazar Lomelín 
cuando expresó que hablaron también sobre la dimensión social del empresariado 
mexicano, que días antes acudió a una cena carísima donde por cierto faltó la 
presencia del secretario de Hacienda, Arturo Herrera. Una fuente del sector 
murmura que hay una estrategia detrás del activismo del líder del CCE que suma 
todos los días a diversos actores con la intención de ir construyendo una alternativa 
política. 
 
De ser así el anuncio de mantener reuniones periódicas entre sus integrantes con 
altos funcionarios de la embajada estadounidense para discutir temas sobre 
seguridad y desarrollo hacen bastante sentido. 
 


